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0. INTRODUCCION 

 

El derecho disciplinario en Colombia es el fruto de un largo proceso de creación, 

adecuación y constante transformación desde el momento mismo de la formación 

de la república. No obstante ser un país con una relativa nueva vida en materia 

jurídica, heredó unas instituciones legales de bastante antigüedad como lo son las 

leyes españolas adaptadas al derecho americano, conocido entonces como el 

Nuevo Reino de las Indias, instituciones que continuaron después de la 

independencia, y evolucionaron hasta conformar lo que conocemos hoy día como 

el Derecho Colombiano. En principio no se puede hablar de un derecho disciplinario 

autónomo, sino que se encontraba inmerso dentro del derecho penal y el laboral, 

luego, con el desarrollo paulatino de las instituciones, se abre paso un derecho 

disciplinario incipiente, imbuido dentro del derecho administrativo, desde donde se 

dirimían las faltas administrativas. Poco a poco toda esta normatividad constituía un 

cuerpo de derecho disciplinario, cuya finalidad no era otra que la preservación de la 

moralidad de la administración publica, su transparencia, eficacia, y demás 

principios que la irrogan, hasta llegar a la ley 200 de 1995, Código Disciplinario 

Único, que recopiló muchos  los decretos y leyes anteriores y unificó la legislación 

sobre la materia. Posteriormente con la ley 270 de 1996, Ley Estatutaria de la 

Administración de Justicia, y la ley 734 de 2002 (nuevo Código Disciplinario Único) 

se llega a la cúspide de la legislación disciplinaria actualmente vigente.  

El Estatuto de Derecho Disciplinario establece sanciones a los funcionarios 

judiciales por el incumplimiento de los términos establecidos en las leyes 

procedimentales de las distintas ramas del derecho. Se entiende por procedimiento 

los tramites y/o reglas que deben observarse en todas y cada una de las etapas de 

un proceso judicial, estas tienen carácter de Leyes de orden público, de aplicación 

inmediata y de obligatorio cumplimiento; por regla general, no existe excusa válida 

para su incumplir dichos términos, ya que ello  acarrearía violación al debido 

proceso y al derecho de defensa, y generaría inseguridad jurídica. Los términos 
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procesales constituyen  una garantía para las partes puesto que permiten el 

desarrollo progresivo de las diferentes etapas de los procesos. Los términos son 

simplemente el lapso de tiempo señalado por la ley procesal dentro del cual debe 

celebrarse, presentarse, cumplirse o ejecutarse determinado acto judicial. El 

incumplimiento de los términos por parte de los funcionarios judiciales le abre la 

posibilidad a parte afectada, no solo de denunciarlo penal, sino también 

disciplinariamente. Esta posición ha sido ratificada en forma reiterada por los fallos 

de las Altas Corte del país, de los cuales traemos a colación algunos de los más 

representativos sobre esta materia en el presente trabajo, y que ayudan a clarificar 

la importancia que tiene el cumplimiento de dichos términos.  

Al momento de realizar consultas sobre los términos procesales en diversas ramas 

del derecho, se encuentra que incluso para muchos profesionales, ello genera 

cierta dificultad debido a que la información se encuentra en los distintos códigos 

de manera exclusiva, de tal manera que para conseguir la información sobre los 

términos hay que remitirse a los mismos. Ello resulta ser, no pocas veces, un 

proceso algo demorado y a veces costoso, en especial si solo se trata de una 

consulta rápida sobre el tema. Se indagó sobre bibliografía especializada en dicha 

temática, encontrándose que la misma es prácticamente nula, solo se halló un libro  

del año 1994. La demás información se encuentra en libros o compendios de 

derecho procesal general, que además de resultar costosos, son poco prácticos en 

cuanto a maniobrabilidad se refiere. 

No se encontraron textos especializados sobre el régimen aplicable a los jueces por 

el incumplimiento de los términos procesales o que permitan conocer las posiciones 

de las Altas Cortes sobre este punto en particular, lo que a su vez facilitaría 

sustentar las denuncias de manera contundente, determinar si existen o no, en 

casos específicos, causales eximentes de responsabilidad disciplinaria, e incluso 

que ejercer la acción de tutela para amparar los derechos que resulten vulnerados  

a través de tales conductas. 

La importancia de este trabajo radica en que permite la sistematización  del 
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régimen normativo referente a los términos procesales en las ramas del derecho 

civil, penal y administrativo, y del régimen disciplinario aplicable a los jueces por el 

incumplimiento de los mismos, lo que a su vez redunda en un beneficio para el 

profesional del derecho y a las personas en general, quienes cuentan, a partir de 

este momento, con una herramienta práctica que les facilita su quehacer litigioso. 

Compilar en un mismo documento la normatividad referente a los términos 

procesales de las distintas ramas del derecho permite obtener un mejor y más 

amplio conocimiento sobre la materia, al tiempo que facilita la consulta. 

Lo que se persigue en últimas, es en sistematizar en un solo cuerpo las normas que 

regulan los términos procesales de las ramas del derecho civil, penal y 

administrativo, junto con las disposiciones del régimen sancionatorio aplicable a los 

jueces el incumplimiento de aquellos, así como las posiciones de las Altas Cortes 

establecidas en la amplia gama de Jurisprudencias sobre la materia; para ello se 

describieron las generalidades de los términos procesales, los términos en materia 

civil, penal y administrativa, y el organismo encargado de ejercer el control 

disciplinario de los funcionarios judiciales; se estableció un análisis jurisprudencial 

sobre los términos procesales y se describieron las sanciones aplicables a los 

jueces por incumplimiento de los términos procesales. 
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1. LOS TÉRMINOS PROCESALES 

 

Los términos procesales hacen parte de las distintas ramas del derecho, y al igual 

que el derecho disciplinario, surgen de un tronco común y evolucionan de acuerdo 

a las necesidades propias de la sociedad en cada rama. En 1931 se expide el 

Código Judicial, que contenía el procedimiento civil y penal (Ley 105; en 1938 se 

expide el Código de Procedimiento Penal (Ley 94 de 1938), que ha sido modificado 

en varias oportunidades: decreto 409 de 1971 y ley 2ª de 1982, decreto – ley 50 de 

1987, decreto – ley 2700 de 1991, ley 600 de 1999,  siendo la última la del año 

2005, que establece el Sistema Penal Acusatorio. En 1941 se expide el Código 

Contencioso Administrativo (Ley 167 de 1941), derogado por el decreto ley 01 de 

1984, el cual también ha sido reformado y modificado por distintas leyes y decretos, 

como el decreto 597 de 1988 y el 2304 de 1989, entre otros. El nuevo Código de 

Procedimiento Civil se expide mediante los decretos 1400 y 2019 de 1970, 

derogando la ley 105 de de 1931 y demás normas que le sean contrarias. Ha sido 

modificado en reiteradas oportunidades (por ejemplo con el decreto 2282 de 1987). 

 

1.1  CONCEPTO DE TERMINO O PLAZO EN EL CODIGO CIVIL 

Los conceptos de término y plazo son diferentes: este último se refiere a un periodo 

de tiempo determinado, verbigracia, cuando un crédito debe ser pagado en seis 

días o el juez tiene cinco días para dictar sentencia. El término hace referencia a un 

día  o momento específico, como cuando se estipula que el crédito otorgado debe 

ser cancelado el diez de abril de un año determinado. 

Aun cuando son conceptos diferentes, la legislación los usa indistintamente para 

referirse a ellos, ello se desprende de los conceptos de plazo en el Código Civil y 

los términos señalados en el Código de Procedimiento Civil: El plazo es el lapso de 

tiempo dado para el cumplimiento o extinción de una obligación, pueden ser de 

días meses y años (art. 67 C.C.), ‘‘se entenderá que han de ser completos y 
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correrán, además, hasta la media noche del último día de plazo”; “Los jueces 

deberán dictar los autos de sustanciación en el término de tres (3) días (…)” (art. 

124 C de P.C.). Podría concluirse que el concepto de término que se maneja en el 

Código de Procedimiento se asimila al concepto de plazo como tal.  

 

1.1.1 Computo.  Hace referencia al momento en que inician y terminan los plazos. 

Cuando el plazo sea de meses o años, el primer y último día deberán tener un 

mismo número en los respectivos meses. El plazo de un mes podrá ser de 28, 29, 

30 o 31, y el plazo de un año de 365 o 366 días. Dado el caso en que el mes en 

que ha de principiar un plazo de meses o años tenga mas días que el mes en el 

cual se verifica el plazo,  y si este comienza desde alguno de los días en que el 

primer mes excede al del cumplimiento del término, el último día del plazo será el 

último día del último mes.  

Un acto es valido si se ejecuta antes de la media noche en que termina el último día 

de plazo; si se exige que haya transcurrido un espacio de tiempo para que nazcan 

o expiren ciertos derechos, estos no nacen o expiran sino después de la media 

noche en que termina el último día de dicho espacio de tiempo. Cuando el cómputo 

se hace por horas, el tiempo se extiende hasta el último minuto de la última hora; si 

se usa la expresión: después de tantas horas, u otra semejante, hace referencia a 

un lapso de tiempo que principia en el primer minuto de la hora que le sigue a la 

última del plazo. 

Los plazos señalados en las leyes o en los decretos del Poder Ejecutivo, de los 

tribunales y los juzgados, comprenden los días feriados, a menos que el plazo 

señalado sea de días hábiles, para lo cual deberá expresarlo así.  

A este respecto, el Honorable Consejo de Estado, refiriéndose a los días hábiles, 

en auto de febrero 26 de 1982, precisó lo siguiente:  

…que el cómputo de días hábiles de que trata el artículo 62 de la Ley 4ª de 
1913 (Art. 70 C.C.) debe realizarse con base en los días laborables forzosos, 
teniendo por tales todos los del año, excluidos los señalados por la ley como 
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de descanso remunerado. 

Así, el criterio que determina el carácter de hábil de los días, para el cómputo 
de los términos legales, es el de su laborabilidad. Lo que implica que son 
hábiles aquellos para los que no hay disposición legal expresa que exima del 
deber de trabajar, vale decir, los ordinarios, días en los que deben funcionar 
las oficinas públicas; y no hábiles aquellos para los cuales la ley ha previsto el 
derecho a descanso remunerado; tales son los domingos, los previstos por el 
artículo 1º de la Ley 51 de 1983 y los señalados como vacancia para la rama 
jurisdiccional, el Ministerio Público y las direcciones de instrucción criminal. 

La Ley 51 de 1983, conocida como Ley Emiliani, unificó el régimen de 
descansos remunerados para los sectores público y privado, señalando las 
fiestas de carácter civil y religioso que ocasionan descanso remunerado así: 

ART. 1º Todos los trabajadores, tanto del sector público como del sector 
privado, tienen derecho al descanso remunerado en los siguientes días de 
fiesta de carácter civil o religioso:  

1. Primero de enero, seis de enero, diecinueve de marzo, primero de 
mayo, veintinueve de junio, veinte de julio, siete de agosto, quince de agosto, 
doce de octubre, primero de noviembre, once de noviembre, ocho de 
diciembre y veinticinco de diciembre; además de los días jueves y viernes 
santos, Ascensión del Señor, Corpus Cristi y Sagrado Corazón de Jesús. 

2. Pero el descanso remunerado del seis de enero, diecinueve de marzo, 
veintinueve de junio, quince de agosto, doce de octubre, primero de 
noviembre, once de noviembre, Ascensión del Señor, Corpus Cristi y Sagrado 
Corazón de Jesús cuando no caigan en día lunes se trasladarán al lunes 
siguiente a dicho día. 

Cuando las mencionadas festividades caigan en domingo, el descanso 
remunerado, igualmente se trasladará al lunes. 

3. Las prestaciones y derechos que para el trabajador origina el trabajo 
en los días festivos, se reconocerán en relación al día de descanso 
remunerado establecido en el inciso anterior. 

Cabe anotar que para algunas oficinas no son hábiles los sábados, en cuanto 
no funcionan en esos días por trasladarse la respectiva jornada, en extensión 
de la ordinaria, a los demás de la semana, que es la regla general en la 
Administración Distrital 1. 

 

 

 

 

_________ 

1 CONSEJO DE ESTADO, sentencia del 26 de febrero de 1982, citado por  RINCÓN CERON, Jaime Eduardo, Concepto 
24508 de junio 21 de 2001, Radicado No. 1-2001-27231 E. Secretaría General Alcaldía Mayor de Bogotá D.C. 
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1.1.2 Aplicación general de la ley civil.  Todas las reglas señaladas en el Código 
Civil se aplican a las prescripciones, a las calificaciones de edad, y en general a 
cualesquiera plazos o términos prescritos en las leyes o en los actos de las 
autoridades nacionales, es decir, a todas las ramas del derecho, salvo que en las 
mismas leyes o actos se disponga expresamente otra cosa. 
 

1.2  CLASIFICACIÓN 

Los términos se clasifican de la siguiente manera 2: 

 Legal, judicial y convencional.  Según sea concedido por la ley, el juez o 

convenido por las partes respectivamente. 

 Extintivo y suspensivo.  El primero se da cuando extingue un derecho y el 

segundo cuando suspende el cumplimiento de una obligación. 

 Cierto e Incierto.  Según se conozca o no el momento en que se cumplirá. 

 Prorrogables e Improrrogables.  Los primeros permiten ser ampliados y los 

segundos no. 

 

1.3 CONCEPTO DE TÉRMINO PROCESAL 

Los términos procesales consisten en el espacio o medida de tiempo que se 

concede por ley o se fija por el juez para llevar a cabo actos procesales o evacuar 

diligencias judiciales, son de obligatoria observancia en la actividad que realizan las 

partes en la secuencia del proceso, garantizando el impulso y el desarrollo de las 

distintas etapas procesales. 

Los hay solo de dos tipos: judiciales y legales; los primeros son fijados por el juez 

(excepcionalmente) y los segundos por la ley procesal. Ellos son, por regla general, 

de carácter perentorio e improrrogable, de obligatoria observancia de acuerdo a la 

norma constitucional que así lo establece. 

____________ 

2 SOLANO SIERRA, Jairo Enrique. Los Términos Procesales. Ediciones. Doctrina y Ley, Bogotá, D.C.,  1994. 
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1.4 TÉRMINOS PROCESALES EN MATERIA CIVIL 

Los términos procesales en materia civil son fijados, por regla general, por la ley 

procesal, sin embargo pueden excepcionalmente ser establecidos por el juez de 

acuerdo al art. 119 del C.de P.C. 3, o pueden encontrarse disposiciones generales  

en el Código Civil que suplen los vacios de la ley procesal, tal como se vio 

anteriormente. El Código de Procedimiento Civil trae un título dedicado de manera 

especial a los términos procesales, que abarca desde el art. 118 al 124, los cuales 

se abordarán en este capitulo. Además de lo anterior, encontramos términos 

establecidos para cada uno de los diferentes tipos de procesos en sus respectivos 

capítulos (procesos ordinarios, ejecutivos, abreviados, verbales, etc.). 

 

1.4.1 Perentoriedad de los términos y oportunidades procesales.  Los términos 

y oportunidades señalados para la realización de los actos procesales de las partes 

y los auxiliares de la justicia, son perentorios e improrrogables, salvo disposición en 

contrario, ello implica que no pueden ser desatendidos so pena de incurrir en una 

falta grave, sancionada por las leyes. Su finalidad es garantizar el cumplimiento del 

principio de preclusión o de oportunidad, impidiendo que se renueve el debate 

sobre cuestiones ya decididas, o se prolongue indefinidamente.   

 

1.4.2 Términos señalados por el juez.  El juez puede señalar un término, de 

manera excepcional, cuando la ley no lo estipula para la realización de un acto, y 

puede incluso prorrogarlo por una sola vez (término judicial).  

 

1.4.3 Cómputo.  De acuerdo al art. 120 del Código de Procedimiento Civil, todos 
los  términos comienzan a correr desde el día (hábil) siguiente al de la notificación 
de la providencia que los conceda; cuando haya necesidad de retirar el expediente, 
el término correrá desde la ejecutoria del auto respectivo.  
____________ 
3 CÓDIGO CIVIL. Editorial Leyer. Bogotá, D.C., 2009. 
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Si se solicita la reposición del auto que concede un término, o del auto a partir de 

cuya notificación debe correr un término por ministerio de la ley, este comenzará a 

correr desde el día siguiente a la notificación del auto que resuelva el recurso. 

 

1.4.4 Términos de días, meses y años.  Se entenderá por términos de días solo 

los que sean hábiles para el despacho, o sea, no se toman en cuenta los días de 

vacancia judicial, ni aquéllos en que por cualquier circunstancia permanezca 

cerrado.  

Al igual que en el Código Civil, los términos de meses y de años se entienden 

contados conforme a los días del calendario.  

 

1.4.5 Términos renunciables.  Los interesados en cuyo favor se concedan los 

términos pueden renunciar a ellos de manera total o parcial. Lo puede hacer 

verbalmente en audiencia, por escrito autenticado como se dispone para la 

demanda, o en el acto de la notificación personal de la providencia que lo señale. 

 

1.4.6 Inicio de audiencias y diligencias.  Todas las audiencias y diligencias se 

iniciarán en el primer minuto de la hora señalada para ellas, sin importar que pueda 

darse el caso en ninguna de las partes o sus apoderados se hallen presentes. Se 

procederá a recibir las declaraciones de los testigos, el interrogatorio que se haya 

formulado por escrito a la parte que esté presente y el reconocimiento por ésta de 

documentos.  

 

1.4.7 Términos para dictar las resoluciones judiciales.  Los jueces dictarán sus 

autos de sustanciación en un término de tres días hábiles, los interlocutorios en el 

de diez y las sentencias en el término de cuarenta. Los términos comienzan a ser 

contados desde que el expediente pasa al despacho para tal fin. 
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Los magistrados deberán dictar las providencias en los mismos términos; las salas  

dispondrán de la mitad del respectivo término para proferir la decisión a que hubiere 

lugar, que se contará desde el día siguiente a aquél en que se registre el proyecto 

en un cuadro especial para este fin. 

Cuando haya cambio de magistrado o de juez, los términos correrán de nuevo a 

partir de su posesión, en detrimento de los que hubiesen comenzado a correr. 

Excepcionalmente, cuando exista una disposición especial que autorice al juez a 

decidir de fondo y  por ausencia de oposición de la parte demandada, el juez 

deberá dictar inmediatamente la providencia respectiva. 

 

1.4.8 Prorrogabilidad.  Son pocas las circunstancias en que, por disposición de las 

normas procesales civiles, se pueden prorrogar los términos, así: por el cierre 

extraordinario de los despachos judiciales (art. 112), causales de interrupción (art. 

168), ampliación del termino de los peritos para rendir dictamen (art. 236 y 237, 

numeral 5º). 

 

1.5 TÉRMINOS PROCESALES EN MATERIA PENAL 

En la actualidad, en la ciudad de Cartagena, se esta en un proceso de transición de 

la ley procesal penal, con la particularidad  que los proceso iniciados bajo la 

vigencia de la ley 600 de 2000 y los delitos cometidos bajo la vigencia de dicha ley 

hasta el año 2007, continuaran o iniciarán el procedimiento respectivo bajo dicha 

normatividad. Los procesos tendientes a dilucidar situaciones a partir del año 2008, 

se adelantarán mediante la aplicación de la ley 906 de 2004. Así las cosas, 

corresponde hacer un doble análisis en esta materia. 

 

1.5.1 Ley 600 de 2000.  Fue expedida el 24 de julio de 2000 y rigió hasta la 

aparición de la ley 906 de 2004. La implementación de esta última no se hizo de 
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manera simultanea en el país, sino que se establecieron diferentes fechas para las 

diferentes ciudades y regiones; a Cartagena  le correspondió seguir con la ley 600 

de 2000 hasta el 31 de diciembre de 2007. Así, todas las conductas delictivas que 

hayan tenido ocurrencia hasta ese día, y los procesos que iniciaron bajo el imperio 

de esta ley, seguirán y se culminaran bajo ella, lo cual obliga a los fiscales y jueces 

a conocer y manejar muy bien ambas legislaciones. 

Los términos procesales se encuentran básicamente regulados de manera especial 

en esta ley del artículo 161 al 168, y posteriormente en los capítulos que hacen 

referencia a cada una de las diferentes etapas del proceso. 

 

1.5.1.1 Duración.  Los términos procesales son de horas, días, meses o años y se 

computan de acuerdo con el calendario.  

El término de la distancia es el tiempo necesario, en condiciones normales, para la 

movilización de las personas o las cosas. 

   

1.5.1.2 Interrupción de la actuación.  Salvo las excepciones legales, todos los 

días y horas son hábiles para practicar las diligencias y no se suspenderán los 

términos legales y judiciales ni siquiera en días feriados. 

 

1.5.1.3 Prorroga.  Los términos legales o judiciales solo pueden ser prorrogados a 

petición de los sujetos procesales, antes de su vencimiento y por causa grave y 

justificada.  

El funcionario judicial podrá concederla por una (1) sola vez, sin que pueda en 

ningún caso  exceder en otro tanto el término ordinario y deberá ser resuelta a más 

tardar al día siguiente de realizada. 
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1.5.1.4 Termino judicial.  El funcionario judicial debe señalar el término en los 

casos en que la ley no lo haya previsto, y no podrá excusarse o retardar el proceso 

argumentando la falta del mismo. El término judicial será máximo de cinco días. 

  1.5.1.5 Suspensión.  Solo se suspenden por  fuerza mayor o caso fortuito en la 

etapa anterior al juzgamiento, ya en esta suspenden durante los días sábados, 

domingos, festivos, de Semana Santa y vacaciones colectivas. 

   

1.5.1.6 Renuncia.  Al igual que en materia civil, en lo penal los sujetos procesales 

pueden renunciar a los términos consagrados a favor de ellos para el ejercicio de 

un derecho. 

 

1.5.1.7 Termino para adoptar decisión.  El funcionario dispone máximo de tres (3) 

días hábiles para proferir las providencias de sustanciación y de diez (10) días 

hábiles para las interlocutorias,  salvo que haya una disposición contraria.  

También será máximo de tres días cuando refiera a la libertad del sindicado. 

 

1.5.2 Ley 906 de 2004.  Proferida el 31 de agosto de 2004 y corregida por el 

Decreto 2770 del mismo año, entro en vigencia en Cartagena el primero de enero 

de 2008. Trae como novedad el sistema oral, haciendo más rápido y expedito el 

procedimiento penal. Al igual que la ley anterior, encontramos también un capitulo 

referido exclusivamente a los términos (art. 156 al 160), y términos en títulos 

posteriores que hacen referencia a cada una de las diferentes etapas del proceso. 

 

1.5.2.1 Regla general.  El estricto cumplimiento de los términos procesales es la 

regla general, su inobservancia injustificada será motivo de sanción. Cabe recordar 

que en materia penal y disciplinaria la responsabilidad objetiva esta proscrita, por lo 
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que habrá casos en que se justifica el incumplimiento, previo análisis de las 

circunstancias específicas. 

 

1.5.2.2 Oportunidad.  Al igual que en la ley anterior, todos los días y horas son 

hábiles para adelantar la persecución penal y las indagaciones del caso, lo mismo 

que las actuaciones que se desarrollen ante los jueces que cumplan la función de 

control de garantías. Si embargo, la presentación del escrito de acusación por parte 

de la fiscalía deberá hacerse acorde con lo establecido a este respecto para los 

jueces, como se infiere del siguiente párrafo. 

Las actuaciones ante el juez de conocimiento se adelantarán en días y horas 

hábiles, de acuerdo con el horario judicial establecido oficialmente, salvo 

excepciones motivadas por el juez y cuando las circunstancias particulares de un 

caso lo ameriten.  

 

1.5.2.3 Prórroga de términos.  Los términos no son prorrogables. Sin embargo, de 

manera excepcional y con la debida justificación, previa solicitud de la parte 

interesada y para lograr una mejor preparación del caso, el juez puede acceder a la 

petición siempre que no exceda el doble del término a prorrogar.  

 

1.5.2.4 Término judicial. Igual que en la ley anterior, el funcionario judicial debe 

señalar el término en los casos en que la ley no lo previó, este no puede exceder 

de cinco (5) días. 

 

1.5.2.5 Término para adoptar decisiones.  Las decisiones deberán adoptarse en 

el acto mismo de la audiencia, pudiendo el juez ordenar un receso en los términos 

del código de procedimiento penal para el logro de esta disposición. 
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1.6 TÉRMINOS EN MATERIA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA 

A diferencia de las ramas del derecho que acabamos de estudiar, el Código 

Contencioso Administrativo no cuenta con un titulo o capitulo dedicado de manera 

exclusiva a los términos, sino que se encuentran diversas disposiciones a todo lo 

largo del mismo, según la temática que se desea regular; De hecho, no existe un 

Código de Procedimiento en esta materia, sino que todas sus disposiciones 

procesales están incluidas dentro del mencionado Código Contencioso. Se verán 

las diferentes disposiciones que regulan los aspectos más importantes en esta 

materia. 

 

1.6.1 Derecho de petición en interés general y/o particular.  El termino para 

resolverlas o contestarlas es de quince días hábiles a partir de la fecha de su 

recibo, si no fuere posible resolver o contestar la petición en dicho plazo, se le 

deberá informar al interesado, expresando los motivos de la demora y señalando la 

fecha en que se resolverá o dará respuesta. 

La desatención de las peticiones y la de los términos para resolver o contestar, 

constituirán causal de mala conducta, dando lugar a las sanciones 

correspondientes. 

 

1.6.2 Término para configurar el desistimiento.  Se da cuando el peticionario ha 

sido requerido para completar los requisitos, los documentos o las informaciones 

necesarias para contestar en debida forma, y no da respuesta en el término de dos 

meses. 

 

1.6.3 Derecho de petición de informaciones.  Se debe decidir en un plazo 

máximo de diez días hábiles.  
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1.6.4 Consultas.  Deberán ser resueltas en un plazo máximo de treinta días 

hábiles. 

 

1.6.5 Expedientes.  Cualquier persona tendrá derecho a examinar los expedientes 

en el estado en que se encuentren, y de obtener copias y certificaciones sobre los 

mismos, que se entregarán en plazo no mayor de tres días. 

  

1.6.6 Garantía de imparcialidad.  Dentro de los cinco días siguientes a aquel en 

que un funcionario judicial comenzó a conocer del asunto o en que sobrevino la 

causal de impedimento, lo manifestará por escrito motivado y entregará el 

expediente a su inmediato superior, o al procurador regional, si no lo tuviera.  

 

1.6.7 Funcionario sin competencia.  Si el funcionario a quien se dirige la 

petición, o ante quien se cumple el deber legal de solicitar que inicie la actuación 

administrativa no es el competente, debe informarlo en el acto si se actúa 

verbalmente, o dentro del término de diez días a partir de la recepción si obró por 

escrito; en este último caso el funcionario a quien se hizo la petición deberá enviar 

el escrito, dentro del mismo término, al competente, y los términos establecidos 

para decidir se ampliarán en diez días. 

 

1.6.8 Caducidad de las sanciones.  La facultad que tienen las autoridades 

administrativas para imponer sanciones caduca a los tres años de haberse 

producido el acto que pueda ocasionarlas, sin perjuicio de las excepciones. 

 

1.6.9 Silencio administrativo negativo.  Se entenderá que la respuesta a la 

petición es negativa si transcurrido un plazo de tres meses contados a partir de la 

presentación no se ha notificado la decisión que la resuelva.  
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1.6.10  Envió de la notificación personal.  El envío se hará dentro de los cinco (5) 

días siguientes a la expedición del acto.  

 

1.6.11 Notificación por edicto.  Al cabo de cinco días del envío de la citación 

para notificación personal, sin que haya sido posible realizarla, se fijará un edicto 

por el término de diez días en lugar público del respectivo despacho. 

 

1.6.12 Recurso de queja.  Se puede hacer uso de este recurso dentro de los cinco 

días siguientes a la notificación de la decisión.  

 

1.6.13 Recursos de reposición y apelación.  Pueden hacerse uso de estos 

recursos en la misma diligencia de notificación personal, dentro de los cinco días 

siguientes a ella, a la desfijación del edicto, o a la publicación, según el caso. 

Transcurrido un plazo de dos meses, contado a partir de la interposición de los 

recursos, sin que se haya notificado decisión expresa sobre ellos, se entenderá 

que es negativa. 

 

1.6.14 Agente oficioso.  Cuando la persona recurrente obra como agente oficioso, 

su actuación deberá ser ratificada por la persona en nombre de la cual ha actuado 

dentro del término de tres (3) meses, so pena de ser decretada la perención. 

 

1.6.15 Practica de Pruebas.  Se estipula un término no mayor de treinta (30) días, 

ni menor de diez para la práctica de pruebas. 
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1.6.16  Excepción de pérdida de ejecutoria.  El término para resolver esta 

excepción es de quince días y contra la decisión no habrá recurso alguno. 

 

1.1.17 Revocación directa.  Deberán ser resueltas dentro de los tres meses 

siguientes a su presentación las solicitudes de revocación directa de los actos 

administrativos de contenido general y las que se refieran a aquellos de contenido 

particular y concreto en relación con los cuales no se haya agotado la vía 

gubernativa o no se haya admitido la demanda ante los tribunales contencioso 

administrativos, dentro del término de caducidad de la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho. 

 

1.6.18 Caducidad de las acciones.  El art. 136 del C.C.A. reza lo siguiente: 

1. La acción de nulidad podrá ejercitarse en cualquier tiempo a partir de la 
expedición del acto.  

2. La de restablecimiento del derecho caducará al cabo de cuatro (4) meses, 
contados a partir del día siguiente al de la publicación, notificación, 
comunicación o ejecución del acto, según el caso. Sin embargo, los actos que 
reconozcan prestaciones periódicas podrán demandarse en cualquier tiempo 
por la administración o por los interesados, pero no habrá lugar a recuperar 
las prestaciones pagadas a particulares de buena fe.  

3. La acción sobre los actos presuntos que resuelvan un recurso podrá 
interponerse en cualquier tiempo  

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley Agraria, la acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho contra los actos de adjudicación de baldíos 
proferidos por el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, Incora, 
caducará en dos (2) años, contados desde el día siguiente al de su 
publicación, cuando ella sea necesaria, o desde su ejecutoria, en los demás 
casos. Para los terceros, el término de caducidad se contará a partir del día 
siguiente de la inscripción del acto en la correspondiente Oficina de 
Instrumentos Públicos.  

5. La acción de revisión contra los actos de extinción del dominio agrario o 
contra las resoluciones que decidan de fondo los procedimientos de 
clarificación, deslinde y recuperación de los baldíos deberá interponerse 
dentro de los quince (15) días, contados a partir del día siguiente de su 
ejecutoria. Para los terceros, el término de caducidad será de treinta (30) días 
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y se contará a partir del día siguiente a la inscripción del acto en la 
correspondiente Oficina de Instrumentos Públicos.  

6. La acción de expropiación de un inmueble agrario deberá presentarse por 
el Incora dentro de los dos (2) meses, contados a partir del día siguiente al de 
la ejecutoria de la resolución que ordene adelantar la expropiación.  

7. Cuando una persona de derecho público demande su propio acto la 
caducidad será de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de su 
expedición.  

8. La de reparación directa caducará al vencimiento del plazo de dos (2) 
años, contados a partir del día siguiente del acaecimiento del hecho, omisión 
u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente 
del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajo público o por 
cualquiera otra causa.  

Sin embargo, el término de caducidad de la acción de reparación directa 
derivada del delito de desaparición forzada, se contará a partir de la fecha en 
que aparezca la víctima o en su defecto desde la ejecutoria del fallo definitivo 
adoptado en el proceso penal, sin perjuicio de que tal acción pueda intentarse 
desde el momento en que ocurrieron los hechos que dieron lugar a la 
desaparición.  

9. La de repetición caducará al vencimiento del plazo de dos (2) años, 
contados a partir del día siguiente de la fecha del pago total efectuado por la 
entidad (Aparte subrayado condicionalmente exequible).  

 
10. En las relativas a contratos, el término de caducidad será de dos (2) años 
que se contará a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de 
hecho o de derecho que les sirvan de fundamento.  

En los siguientes contratos, el término de caducidad se contará así:  

a) En los de ejecución instantánea, a más tardar dentro de los dos (2) años 
siguientes a cuando se cumplió o debió cumplirse el objeto del contrato;  

b) En los que no requieran de liquidación, a más tardar dentro de los dos (2) 
años siguientes, contados desde la terminación del contrato por cualquier 
causa;  

c) En los que requieran de liquidación y ésta sea efectuada de común 
acuerdo por las partes, a más tardar dentro de los dos (2) años, contados 
desde la firma del acta;  

d) En los que requieran de liquidación y ésta sea efectuada unilateralmente 
por la administración, a más tardar dentro de los dos (2) años, contados 
desde la ejecutoria del acto que la apruebe. Si la administración no lo 
liquidare durante los dos (2) meses siguientes al vencimiento del plazo 
convenido por las partes o, en su defecto del establecido por la ley, el 
interesado podrá acudir a la jurisdicción para obtener la liquidación en sede 
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judicial a más tardar dentro de los dos (2) años siguientes al incumplimiento 
de la obligación de liquidar;  

e) La nulidad absoluta del contrato podrá ser alegada por las partes 
contratantes, por el Ministerio Público o cualquier persona interesada, dentro 
de los dos (2) años siguientes a su perfeccionamiento. Si el término de 
vigencia del contrato fuere superior a dos (2) años, el término de caducidad 
será igual al de su vigencia, sin que en ningún caso exceda de cinco (5) años, 
contados a partir de su perfeccionamiento. En ejercicio de esta acción se 
dará estricto cumplimiento al artículo 22 de la Ley "por la cual se adoptan 
como legislación permanente algunas normas del Decreto 2651 de 1991, se 
modifican algunas del Código de Procedimiento Civil, se derogan otras de la 
Ley 23 de 1991 y del Decreto 2279 de 1989, se modifican y expiden normas 
del Código Contencioso Administrativo y se dictan otras disposiciones sobre 
descongestión, eficiencia y acceso a la justicia"(Literal condicionalmente 
exequible). 

f) La nulidad relativa del contrato, deberá ser alegada por las partes dentro de 
los dos (2) años, contados a partir de su perfeccionamiento.  

11. La acción ejecutiva derivada de decisiones judiciales proferidas por esta 
jurisdicción, caducará al cabo de cinco (5) años, contados a partir de la 
exigibilidad del respectivo derecho. La exigibilidad será la señalada por la ley 
o la prevista por la respectiva decisión judicial.  

12. La acción electoral caducará en veinte (20) días, contados a partir del 
siguiente a aquél en el cual se notifique legalmente el acto por medio del cual 
se declara la elección o se haya expedido el nombramiento de cuya nulidad 
se trata. Frente a los actos de confirmación, el término de caducidad de la 
acción se contará a partir del día siguiente a la fecha en la cual se confirme la 
designación o nombramiento.  

Parágrafo 1o. Cuando el objeto del litigio lo constituyan bienes estatales 
imprescriptibles e inenajenables la acción no caducará.  

Paragrafo 2o. Los actos de extinción del dominio de bienes distintos a los 
regulados por la Ley Agraria deberán ser demandados dentro de los mismos 
término señalado para éstos 4.  

 
1.6.19 Perención. Cuando por falta de impulso, siempre que este corresponda al 

demandante, el proceso permanezca en la secretaría durante la primera o única 

instancia, por seis meses, se decretará la perención del proceso siempre que obre 

causa distinta al decreto de suspensión del proceso. 

 
________ 
4 CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Editorial Leyer. Bogotá, D.C., 2009.  
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2. SANCIONES DISCIPLINARIAS POR INCUMPLIMIENTO DE TÉRMINOS. 

 

El derecho disciplinario tiene como fines la moralidad pública, transparencia, 

objetividad, legalidad, honradez, lealtad, igualdad, imparcialidad, celeridad, 

publicidad, economía, publicidad, eficacia y eficiencia que deben observar los 

servidores públicos en el desempeño de sus funciones. A través de él se sancionan 

las conductas o comportamientos descritos en el código disciplinario, que conlleve 

el incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y 

funciones, prohibiciones y violación del régimen de inhabilidades, 

incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses, sin estar amparado por 

cualquiera de las causales de exclusión de responsabilidad contempladas en el 

ordenamiento. 

Con la implementación de la ley 200 de 1995, y a la luz de la nueva Constitución 

Política, surgió un conflicto entre el Ministerio Público y el Consejo Superior de la 

Judicatura, por cuanto la ley le atribuía a la Procuraduría General de la Nación la 

potestad preferente para conocer de los asuntos disciplinarios que se adelanten 

contra los servidores públicos. Se alegó en su momento que los funcionarios 

judiciales (jueces, magistrados y fiscales) tenían un fuero especial, distinto al de los 

empleados judiciales, y que solo el Consejo Superior de la Judicatura tenía la 

potestad preferente respecto de estos funcionarios. Ello fue ratificado por la Corte 

Constitucional, incluso después de entrar en vigencia la nueva ley 734 de 2002, 

mediante la sentencia C-948 de 2002. El nuevo Código Disciplinario incluyó un 

titulo especial para regular a los funcionarios judiciales (jueces y fiscales) y unificar 

bajo una misma legislación todo lo concerniente al derecho disciplinario, que para 

el caso en cuestión, complementa en muchos aspectos la antes mencionada ley 

270 de 1996. 
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2.1 EVOLUCIÓN. 

En sus inicios el derecho disciplinario es una mezcla de derecho español de la 

época (las Siete Partidas de Alfonso X y las Leyes que regían en la Nueva 

Granada) con las nuevas legislaciones que se iban dando con el transcurrir de los 

años en la nueva República. 

No es sino hasta el año 1938, con la ley 165, que se estableció que las demandas 

y/o quejas contra los servidores públicos fueran conocidas por tribunales 

administrativos seccionales, y los fallos eran remitidos al Consejo de Estado. 

Mediante el decreto 2091 de 1939 se obliga a poner los hechos de mala conducta 

y/o la falta de competencia de los funcionarios en conocimiento de los ministros y 

jefes de departamento administrativo, así como la obligación de rendir informes de 

desempeño de los servidores de carrera administrativa por parte de los jefes de las 

dependencias. Con el decreto 2091del mismo año se establecieron penas 

disciplinarias que incluían el traslado a otro cargo, multas, remoción y 

amonestación. El decreto 358 de 1940 modifica la organización y composición del 

Concejo Nacional  de Administración. El decreto 1192 de ese mismo año estableció 

la confidencialidad de los datos personales suministrados para la obtención de la 

tarjeta profesional. En 1958 se crea el Servicio Civil y se implantan normas 

disciplinarias (ley 19), que establecen una serie de prohibiciones a los funcionarios. 

La ley 19 de 1958  aumentó las prohibiciones. Se radica la competencia 

disciplinaria para el conocimiento en segunda instancia mediante el decreto 1679 

de 1960. El decreto extraordinario 2400 de 1968 reestructuró las entidades 

estatales, creó unas nuevas, implementó la descentralización administrativa, reguló 

lo relacionado con la administración del personal civil de la rama ejecutiva a nivel 

nacional y estableció cinco clases de sanciones disciplinarias. En 1970 se expidió el 

estatuto de la carrera judicial, el estatuto de la abogacía y el régimen de 

inhabilidades e incompatibilidades. El decreto 1950 de 1973 clasifica las faltas 

disciplinarias, establece el termino de prescripción y se precisa la independencia de 

la acción disciplinaria de la penal o la fiscal. El decreto 2492 de 1975 amplió la 
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tipología de las faltas graves. El decreto 400 de 1983 estableció la causal del 

enriquecimiento ilícito. La ley 48 de 1987 incluyo a los empleados municipales 

dentro  del régimen disciplinario. El decreto 1888 de 1989 modificó el régimen 

disciplinario aplicable a los funcionarios públicos. En 1990 se reorganiza la 

Procuraduría General de la Nación. En 1991 nace la nueva Constitución Política, 

que trae consigo toda una serie da cambios estructurales al andamiaje jurídico del 

país. En 1995 se crea la ley anticorrupción, con un aumento de penas a los delitos 

contra la administración pública. Poco a poco toda esta normatividad constituía un 

cuerpo de derecho disciplinario, cuya finalidad no era otra que la preservación de la 

moralidad de la administración publica, su transparencia, eficacia, y demás 

principios que la irrogan, hasta llegar a la ley 200 de 1995, Código Disciplinario 

Único, que recopiló muchos  los decretos y leyes anteriores y unificó la legislación 

sobre la materia. Posteriormente con la ley 270 de 1996, Ley Estatutaria de la 

Administración de Justicia, y la ley 734 de 2002 (nuevo Código Disciplinario Único) 

se llega a la cúspide de la legislación disciplinaria actualmente vigente.  

 

2.2 REGIMEN APLICABLE A LOS JUECES 

El régimen disciplinario 5 se traduce en el poder represivo de la administración; es 
decir, constituye competencia sancionadora directa de la administración pública, 
básicamente sobre los funcionarios o los servidores públicos, aunque no 
exclusivamente a estos, sino también a los particulares cuando en forma temporal 
ejerzan funciones administrativas. El régimen sancionatorio aplicable a los 
funcionarios judiciales viene dado por el Título XII de la ley 734 de 2002 (consta de 
doce capítulos), EL Estatuto Anticorrupción y el Estatuto Orgánico dela 
Administración de Justicia (Ley 270 de 1996). Constituye falta disciplinaria el 
incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las inhabilidades, 
impedimentos, incompatibilidades y conflictos de intereses previstos en la 
Constitución, en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y demás leyes. 
Ella da lugar a la acción e imposición de la sanción correspondiente. 

__________ 

5 RAMOS ACEVEDO, Jairo. Derecho Administrativo Disciplinario. Editorial Leyer. Bogotá D.C. 2003. 
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 El art. 4º de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, modificado por el 

art. 1 de la ley 1285 de 2009, establece lo siguiente: “Celeridad y Oralidad. La 

administración de justicia debe ser pronta, cumplida y eficaz en la solución de fondo 

de los asuntos que se sometan a su conocimiento. Los términos procesales serán 

perentorios y de estricto cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales. Su 

violación injustificada constituye causal de mala conducta, sin perjuicio de las 

sanciones penales a que haya lugar. Lo mismo se aplicará respecto de los titulares 

de la función disciplinaria” 6. 

El Consejo Superior de la Judicatura y los Consejos Seccionales de la Judicatura a 

través de sus Salas Administrativas son los encargados de vigilar el cumplimiento 

de los términos procesales. Las Salas Jurisdiccionales Disciplinarias investigarán y 

sancionarán su incumplimiento, de acuerdo con el régimen disciplinario 

correspondiente. La suspensión de términos no autorizada por la ley también es 

causal de mala conducta.  

Las faltas disciplinarias pueden ser gravísimas, graves y leves. Para estas faltas 

existen  cinco clases de sanciones:  

1. Destitución e inhabilidad general, para las faltas gravísimas dolosas o realizadas 

con culpa gravísima;  

2. Suspensión en el ejercicio del cargo e inhabilidad especial para las faltas graves 

dolosas o gravísimas culposas; 

___________ 

6 COLOMBIA, CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 270 de 1996 Santafé de Bogotá, D.C., a 7 de marzo de 

1996. 
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3. Suspensión, para las faltas graves culposas;  

4. Multa, para las faltas leves dolosas; y  

5. Amonestación escrita, para las faltas leves culposas.  

El incumplimiento de los términos procesales puede ser catalogado por el juez 

como falta gravísima, grave o leve. En primer lugar se debe analizar el 

incumplimiento del deber de aquel servidor público que siendo competente no 

resuelve en forma pronta y oportuna lo planteado por alguna de las partes, en este 

caso se estaría en presencia de la comisión de una falta gravísima, siempre y 

cuando se logre comprobar el dolo o la culpa gravísima en su actuación. Ahora  

bien, la falta será grave o leve, en este mismo supuesto cuando la imputación 

subjetiva sea diferente al dolo o la culpa gravísima.  

La ley pareciera establecer unas faltas gravísimas de manera casi objetiva como se 

puede observar en el siguiente texto: “Incurrir injustificadamente en mora 

sistemática en la sustanciación y fallo de los negocios asignados. Se entiende por 

mora sistemática, el incumplimiento por parte de un servidor público de los términos 

fijados por ley o reglamento interno en la sustanciación de los negocios a él 

asignados, en una proporción que represente el veinte por ciento (20%) de su 

carga laboral” (numeral 62, art. 48 Código Disciplinario Único). 

Pareciera que la simple demostración de un incumplimiento del 20% se pudiera 

sancionar con base en una falta gravísima. Sin embargo, al igual que en materia 

penal, la responsabilidad objetiva está proscrita del régimen disciplinario, por  tanto 

el juez debe establecer si la conducta se produjo a título de culpa o dolo, o si operó 

alguna causal de justificación. 

La acción disciplinaria prescribe en un lapso de cinco años que se computan de la 

siguiente manera: para las faltas instantáneas se cuenta desde el día de su 

consumación y para las de carácter permanente o continuado desde la realización 
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del último acto. Existe un término especial de doce años para las faltas señaladas 

en los numerales 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10 del artículo 48.  

La sanción disciplinaria también prescribe en un término de cinco años desde la 

fecha de ejecutoria del fallo que establece la sanción. 

Resulta interesante conocer cual es el resultado práctico de la aplicación del 

derecho disciplinario a los funcionarios judiciales, y aun cuando no hace parte 

de los objetivos del presente trabajo, se transcriben apartes de artículo 

publicado en el periódico El Tiempo acerca de las sanciones disciplinarias 

impuestas a jueces y fiscales de la nación:  

 

Consejo Superior de la Judicatura ha destituido a 80 jueces en 17 años  
8 fiscales y 3 jueces han sido sancionados por ese alto tribunal en el último 
mes. Desde 1992 se han sancionado disciplinariamente 1.415 jueces y 
fiscales.  

En la mayoría de los casos, las sanciones se han impuesto por omisiones o 
errores en sus funciones. 

Hay casos como el del juez de Cumaribo (Vichada), Edwin Javier Murillo 
Suárez, quien fue suspendido el pasado mes de mayo por 30 días por no 
respetar los términos en los procesos que adelantaba. Según la acusación, el 
funcionario dilató el trámite de dos acciones de tutela y un proceso por 
violencia intrafamiliar. 

El juez Murillo consideró que con los permisos para ausentarse de su 
despacho y asistir unos cursos de capacitación sobre el sistema penal oral 
acusatorio, y de paso resolver algunos asuntos personales en la ciudad de 
Villavicencio, obligatoriamente llevaba a suspender los términos en los 
procesos que tenía a su cargo. 

La carga de trabajo es la excusa que han esgrimido caso todo los 
funcionarios judiciales sancionados para justificar el incumplimiento de sus 
obligaciones.  

De hecho ese fue el argumento de la fiscal 17 especializada de la Unidad 
Nacional contra el Terrorismo, Sandra Victoria Pinzón Garzón, suspendida un 
mes por no haber resuelto la solicitud de libertad de un hombre detenido en la 
cárcel La Modelo de Bogotá, 21 días después de haberla presentado. 

La fiscal Pinzón alegó haber tenido inconvenientes por  haberse represado en 
su despacho 60 casos con persona detenida a quienes tenía que resolver su 
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situación jurídica y decidió aplicar el turno de llegada de los casos a su poder 
y no dar prioridad a los procesos de mayor urgencia.  

Para la Judicatura, la carga de trabajo no era una excusa suficiente para 
negar la solicitud del detenido, quien tenía derecho a su libertad. 

Otro de los funcionarios sancionados, el juez quinto laboral de Ibagué 
Idelfonso Muñoz, fue suspendido un mes por no haber suspendido un 
proceso hasta que uno de los demandantes hubiera sido avisado de una 
sanción a su apoderado y permitir que lo reemplazara. 

En promedio, la Judicatura investiga a 167 servidores judiciales cada año por 
faltar a su deber y de ellos y de ellos 83 casos terminan con sanción.  

En lo corrido de este año, el alto tribunal ha confirmado sanciones contra 25 
funcionarios y ve con preocupación un aumento en este tipo de decisiones.  

Revisando la tendencia de los últimos 18 meses, la cifra alcanzó los 113 
casos. 

Además, investiga casos como la denuncia hecha por el gobierno y la Policía 
sobre presuntas irregularidades en algunos juzgados de Medellín y Antioquia 
al ser resuelta la situación jurídica de personas detenidas por la Policía. 

Las indagaciones de la Judicatura se han centrado en 76 casos en los que 
los jueces ordenaron la excarcelación de varios capturados, según la Policía, 
en actos de flagrancia. La mayor parte de esos casos son de personas con 
antecedentes judiciales detenidas por porte ilegal de armas. 

La Corte Constitucional también ha solicitado varias veces durante este años 
investigar a funcionarios judiciales por omitir sus deberes.  

La última denuncia fue hecha hace un mes, los magistrados del alto tribunal 
enviaron copias a la Judicatura para investigar a varios jueces en Santander 
que desde noviembre del 2008 tuvieron rebotando de juzgado en juzgado una 
tutela para la atención en salud de una persona 7. 

Como se observa, la principal excusa esgrimida continua siendo el exceso de  

trabajo. La cantidad de jueces y fiscales sancionados resulta bastante significativa, 

al igual que la cantidad de jueces destituidos, a razón de cuatro al año. Faltaría 

determinar la cantidad de quejas que prosperan para poder establecer la 

efectividad del sistema Disciplinario. 

 

__________ 

7 Disponible en versión HTML en: http://www.eltiempo.com/colombia/justicia/consejo-superior-de-la-judicatura-ha-

destituido-a-80-jueces-en-17-anos_5576607-1. 
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3. ANALISIS JURISPRUDENCIAL SOBRE LOS TÉRMINOS PROCESALES 

 

En Colombia se cuenta con cuatro Cortes de cierre o Altas Cortes, que han sido 

establecidas por la Constitución Política de  1991, en su Título VIII, recibiendo esta 

denominación por constituirse en los máximos tribunales del país en sus 

respectivas jurisdicciones. 

Estas cuatro Altas Cortes son: 1. la Corte Constitucional, encargada de la 

jurisdicción constitucional; 2. La Corte Suprema de Justicia, máximo tribunal de la 

jurisdicción ordinaria; 3. El Consejo de Estado, en cabeza de la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo y ente consultivo del gobierno; 4. El Consejo Superior 

de la Judicatura, encargado de la jurisdicción disciplinaria de funcionarios judiciales 

y abogados, así como de la administración de la carrera judicial. 

 

3.1  CORTE CONSTITUCIONAL 

La Corte Constitucional 8 es un Tribunal encargado de velar por la integridad y 

supremacía de la Constitución, garantía básica para la existencia de nuestro  

Estado Social de Derecho. La Corte, en su papel de máximo Tribunal de la 

Jurisdicción Constitucional, conoce, entre otras, de las demandas de 

inconstitucionalidad; decide definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados 

internacionales y de las  leyes que los aprueben, de los proyectos de ley que hayan 

sido objetados por el Gobierno como inconstitucionales, etc. Ella garantiza que 

todos los poderes públicos sujeten sus actos a la Constitución, fijando el camino o 

derrotero que deben seguir los demás actores estatales y privados.  

Las sentencias de la Corte Constitucional persiguen: la integración creadora y la 

interpretación y proteger valores de la sociedad o conglomerado. Son básicamente  

__________ 

8 Disponible en versión HTML en: http://www.corteconstitucional.gov.co/ 
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de dos tipos: 1. las sentencias de Control Constitucional ejercida sobre los 

diferentes procesos que conoce la Corporación, ya sea por medio de un acto 

accionado o preventivo, examinando si están acorde o no con los postulados de la 

Constitución; en otras palabras, determina si el acto es exequible o inexequible; 

inician con la letra “C” y son proferidas por la Sala Plena; 2. las decisiones en 

materia de tutela, que se caracterizan por proteger los derechos constitucionales 

fundamentales, gracias a la revisión que hace la Corte de un caso en particular y se 

identifican por la letra inicial “T”, son expedidas por las Salas de revisión integradas 

cada una de ellas por tres magistrados. 

Existe un tercer tipo: son las Sentencias de Unificación, caso en el cual conoce del 

proceso la Sala Plena, por solicitud de un magistrado, y se da cuando pueda tener 

lugar un fallo de unificación que represente un posible cambio en la línea 

jurisprudencial o cuando la trascendencia del asunto amerita que la sala en pleno 

realice la revisión.  Inician en su numeración con las letras “SU”. 

La Corte ejerce cuatro tipos de Control Constitucional: 1. El control abstracto 

(inconstitucionalidad) de las normas contenidas en las leyes, decretos con fuerza 

de ley, decretos legislativos, actos legislativos y tratados, 2. El control a los 

mecanismos de participación ciudadana (referendo, asamblea constituyente, 

consultas populares y plebiscito); 3. El control por vía de revisión las decisiones 

judiciales relacionadas con la acción de tutela de los derechos constitucionales; 4. 

El control excepcional mediante la aplicación preferente de la Constitución frente a 

leyes incompatibles con ella. 

En Colombia se da un sistema de control de constitucionalidad Concentrado, pues 

es ejercido por un solo órgano de la rama judicial (Corte Constitucional). Este 

sistema no es otra cosa que la forma en que se organiza la jurisdicción 

constitucional, con sus correspondientes órganos, para hacer valer la Constitución, 

tanto en los casos particulares como los casos abstractos de exequibilidad de las 
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normas 

El alcance de la Cosa Juzgada Constitucional hace referencia a la ratio descidendi 

del caso, que se constituye el precedente vinculante que debe ser aplicado por los 

jueces en otras situaciones similares. Hay quienes erróneamente consideraban que 

la parte resolutiva constituía el precedente y vinculaba a los demás jueces, ello no 

es así por la sencilla razón de que a éstos, los jueces, no les corresponde decidir 

ese problema específico, sino otros casos, que pueden ser similares, pero jamás 

idénticos. De ahí que cuando se dice estarse a lo decidido no significa ello repetir 

textualmente el decisum, sino acoger la ratio decidendi del mismo y decidir el nuevo 

caso. 

La Corte Constitucional se diferencia de las demás Cortes y Tribunales 

principalmente porque sus funciones le permiten la protección de derechos 

fundamentales, decide sobre la constitucionalidad de las leyes o tratados 

internacionales, y funge como garante de la supremacía de la Constitución, fijando 

o marcando la línea o derrotero que deben seguir todos los actores del estado, 

incluyendo las demás Altas Cortes, lo que ha ocasionado algunos enfrentamientos, 

en especial con la Corte Suprema de Justicia. 

 

3.1.1 Jurisprudencia Constitucional sobre los términos procesales. La Corte 

Constitucional ha mantenido una posición uniforme referente al cumplimiento de los 

términos procesales determinado por las leyes, de tal manera que no les es dado a 

los funcionarios judiciales incumplir injustificadamente los plazos establecidos, por 

cuanto darían origen a una violación al debido proceso y generarían inseguridad 

jurídica. Veamos a continuación apartes de la ratio descidendi de algunas de las 

sentencias de la Corte sobre este respecto: 

Uno de los elementos que debe fijar el legislador para el adecuado desarrollo 
de los procesos judiciales es el de los términos que, según lo ha dicho esta 
Corporación, "constituyen el espacio o medida del tiempo establecido por la 
ley o por el juez, con arreglo a esta, para que las partes que intervienen en un 
proceso o los auxiliares de la justicia realicen determinados actos 



 

40 

 

procesales." (Sentencia C- 414 de 1994, M.P. doctor Antonio Barrera 
Carbonell). 

Los términos procesales buscan garantizar el desarrollo oportuno del proceso 
a través de la consolidación de sus diferentes etapas; de ahí la perentoria 
exigencia de su cumplimiento que, como lo dijo la Corte en la Sentencia 
citada, "tiene intima relación con el núcleo esencial del derecho al acceso a la 
justicia y al debido proceso, pues la indeterminación de los términos para 
adelantar las actuaciones procesales o el incumplimiento de éstos por las 
autoridades judiciales, puede configurar una denegación de justicia o una 
dilación indebida e injustificada del proceso, ambas proscritas por el 
Constituyente."  

En relación con el tema, el tratadista Hernando Morales Molina sostiene: "es 
norma rectora del derecho procesal el que los términos judiciales se erigen en 
prenda mutua entre las partes del proceso, pues impiden actuaciones 
inesperadas y promueven la celeridad en la tramitación de los procesos, por 
lo cual en el análisis de las normas que los consagran debe procederse con 
criterio de estricto derecho y con rigurosa sujeción a sus reglas formales". 

Resulta claro entonces, que existe un interés general por parte del Estado y 
de la sociedad para que los procesos judiciales se surtan en forma oportuna y 
diligente. De allí que se haya facultado al legislador para adoptar mecanismos 
procesales que impidan la realización indefinida de actuaciones judiciales, 
exigiendo a los sujetos procesales actuar dentro de ciertos plazos y 
condiciones que, obviamente, deben respetar las garantías constitucionales 
de defensa y contradicción.  

En efecto, el derecho de acceso a la administración de justicia resultaría 
seriamente afectado en su núcleo esencial si, como lo anotó la Corte, "este 
pudiera concebirse como una posibilidad ilimitada, abierta a los ciudadanos 
sin condicionamientos de ninguna especie". Tal interpretación, evidentemente 
llevaría a la parálisis total del aparato encargado de administrar justicia, e 
implicaría per se la inobservancia de ciertos derechos de los gobernados, en 
particular aquel que tienen las personas de obtener pronta y cumplida justicia. 

Por otra parte, la existencia de términos judiciales implica también la 
vinculación del ciudadano con la obligación constitucional de "Colaborar para 
el buen funcionamiento de la administración de justicia" (art. 95 de la C.P.) y, 
en consecuencia, la posibilidad de que el Estado pueda ofrecer a éstos 
verdaderos mecanismos de resolución de conflictos, orientados a garantizar 
el ejercicio pleno de los derechos ciudadanos. Ello explica porqué el artículo 
228 de la Constitución Política, amén de garantizar la prevalencia del derecho 
sustancial sobre el adjetivo, exige la observancia diligente de los términos 
procesales y sanciona su incumplimiento 9.  

______________ 
9 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C- 652 de tres (3) de diciembre de mil novecientos noventa y siete 

(1997).  Referencia: Expediente D-1703, M. P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa. 
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Vemos que la existencia de La mora judicial conlleva a una violación clara y 

ostensible del derecho fundamental al debido proceso, la falta de definición en  el 

tiempo debido genera a las partes inseguridad jurídica,  agravación de la litis,   

aumento de los gastos judiciales, etc. Sin embargo, el simple incumplimiento de los 

términos no constituye, per se, violación del derecho fundamental indicado. 

Ello queda claro en la siguiente sentencia, que además esboza la improcedencia de 

la acción de tutela por la simple ocurrencia de la mora, exigiéndose acreditar que 

ella es consecuencia  directa de la falta de diligencia de la autoridad: 

 

(…) 

En estudio de esas disposiciones esta corporación mediante sentencia T-
1249 de diciembre 16 de 2004, M. P. Humberto Antonio Sierra Porto, señaló 
que acorde con el desarrollo jurisprudencial del Comité y la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos han sido acogidos los parámetros 
establecidos por la Corte Europea de Derechos Humanos, según la cual la 
razonabilidad del plazo que media para resolver un asunto se determina 
según: “(i) la complejidad del asunto, (ii) la actividad procesal del interesado y 
(iii) la conducta de las autoridades judiciales y (iv) el análisis global del 
procedimiento.” 

En la providencia citada se puntualizó acerca de la existencia de una relación 
de conexidad necesaria entre las nociones de plazo razonable y dilaciones 
injustificadas, para constatar si acontece una vulneración al debido proceso, 
cuya consecuencia es la afectación del acceso a la administración de justicia. 
Así, no se presenta tal conculcación cuando la mora en el trámite de una 
actuación judicial no tiene su génesis en la complejidad del asunto “o en la 
existencia de problemas estructurales de exceso de carga laboral de los 
funcionarios, si no (sic) en la falta de diligencia y en la omisión sistemática de 
sus deberes por parte de los mismos”.  

En aquella oportunidad, efectuando un recuento de algunos 
pronunciamientos de la Corte Constitucional sobre el tema, se reiteró que el 
mero incumplimiento de los términos procesales no constituye per se 
violación al debido proceso, justificándose el retraso cuando la autoridad 
censurada, a pesar de obrar con diligencia y celeridad, se encuentra ante 
situaciones “imprevisibles e ineludibles”, como el exceso de trabajo, que le 
impiden cumplir con los plazos fijados en la ley para tal efecto.  

Lo anterior, sin perjuicio de la subsidiariedad que caracteriza la tutela, pues 
no se puede en esta acción inmiscuirse en el trámite de un proceso 
adoptando decisiones o modificando las existentes, lo cual conllevaría la 
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afectación del principio democrático de autonomía funcional del Juez, 
reconocido en la Constitución Política. 

Así, se ha puntualizado que la acción de tutela no procede de plano por la 
inobservancia de los términos dentro de un proceso, pues además de 
demostrarse que el demandante no cuenta con otro medio de defensa eficaz, 
debe acreditarse que la demora es consecuencia directa de la falta de 
diligencia de la autoridad pública.  

4.2. Cabe recordar que en la Ley 446 de 1998, se insistió que el 
incumplimiento de los términos procesales conlleva sanciones a imponer por 
las Salas Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejos Superior y 
Seccionales de la Judicatura y la vigilancia del cumplimiento de los mismos 
corresponde a las respectivas Salas Administrativas (art. 17). 

Igualmente el inciso primero del artículo 16 de la referida Ley, preceptúa que 
los Jueces deben dictar las sentencias dentro de los procesos de las 
diferentes jurisdicciones, “en el mismo orden en que hayan pasado los 
expedientes al despacho para tal fin sin que dicho orden pueda altearse”. 
Como excepciones para modificar la prelación de ese sistema, únicamente, 
se consagraron: (i) los casos de sentencia anticipada o de prelación legal; y, 
(ii) en materia Contencioso Administrativa, en atención a la naturaleza de los 
asuntos o a solicitud del agente del Ministerio Público, por la importancia 
jurídica y trascendencia social del mismo. En los demás eventos, según el 
inciso 2° ibídem la alteración de aquel método es causal de mala conducta.  

4.3. Se debe reconocer además que la congestión de los despachos 
judiciales y la mora que afecta la resolución de muchos procesos son 
fenómenos que, aunque rotundamente indeseables, resultan a veces 
inevitables. Ello por cuanto estas situaciones se originan en factores de 
carácter estructural y de larga incidencia en el país, entre los cuales se 
destacan la alta conflictividad humana, el espíritu litigioso que caracteriza a 
muchos abogados, e incluso a la ciudadanía en general, los embrollados 
procedimientos, la falta de mecanismos alternativos apropiados y la 
insuficiencia de recursos para el cumplimiento de la labor asignada a la rama 
judicial del poder público.  

En otras palabras, y como lo destacan varios reconocidos autores foráneos, 
el problema de la mora judicial no depende exclusivamente de los jueces que 
deben resolver los procesos. Tratándose de la multicausalidad de estas 
contrariedades es particularmente ilustrativa la exposición de motivos dentro 
del trámite legislativo que antecedió a la expedición de la Ley Estatuaria 1285 
de 2009, en la cual se analizaron detalladamente las causas que han hecho 
crítica la congestión de los estrados judiciales.  

Por todo lo anterior, aunque no se desconoce la afectación que para los 
ciudadanos deviene de las trabas en la resolución de sus conflictos, la forma 
para mantener la equidad entre aquéllos es la estricta conservación de los 
mecanismos más ecuánimes para resolver los asuntos puestos en 
conocimiento de las autoridades judiciales, como es el caso de seguir el 
estricto orden cronológico de los trámites. Ello, sin menoscabo de aquellas 
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excepciones razonadas, impuestas por la Constitución o la ley, para dar 
prelación a ciertas acciones, recursos, peticiones o trámites” 10.  

 

Lo anterior lleva a pensar que los funcionarios judiciales han encontrado la manera 

perfecta para sustraerse de su obligación constitucional, bajo el pretexto de la 

congestión judicial, entre otros. Sin embargo, la admisibilidad del incumplimiento 

de los plazos judiciales es de carácter excepcional, la regla general es la 

obligatoriedad de los términos. Ello lo constatamos en Sentencias de la  Corte 

Constitucional, en las cuales establece que las excepciones  deben ser “muy 

circunstanciales, alusivas a casos en concreto, cuando no quepa duda del carácter 

justificado de la mora”, como se deduce de la siguiente sentencia: 

2. El derecho de acceso a la administración de justicia implica también que 
ésta se imparta pronta y oportunamente. La mora judicial es una forma de 
violar el derecho fundamental al debido proceso. El orden social justo y el 
imperio del Derecho sólo se pueden alcanzar si existe una eficaz 
administración de justicia. Procedencia de la tutela para obligar al juez 
moroso a decidir. Unicamente la justificación de la dilación excluye el amparo. 
Carácter excepcional y estricto de la justificación  

El cumplimiento de los términos judiciales debe analizarse en relación directa 
con el derecho al debido proceso y con el de acceso a la administración de 
justicia. Asimismo es necesario señalar que el acatamiento de los plazos 
judiciales constituye un elemento indispensable para alcanzar la convivencia 
pacífica y el orden justo, los cuales han sido consagrados en la Constitución 
de 1991 como fines esenciales del Estado (artículo 1).  

En efecto, el artículo 29 de la Carta hace referencia expresa, como parte del 
derecho fundamental en cabeza de toda persona, a "un debido proceso 
público sin dilaciones injustificadas", de tal manera que la observancia de los 
términos judiciales es factor esencial para garantizar la no vulneración de 
aquél. De igual forma, el artículo 228 ibídem prescribe en relación con la 
administración de justicia que "los términos procesales se observarán con 
diligencia y su incumplimiento será sancionado" y, por su parte, el artículo 
siguiente establece la garantía de acceder a la administración de justicia, la 
cual no puede concebirse desde una óptica simplemente formal o restrictiva 
que la circunscriba a la facultad del particular de acudir físicamente ante la  

_____________ 

10 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-527 de cinco (5) de agosto de 2009, M. P. Nilson Pinilla Pinilla. 
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Rama Judicial -de modo que se le reciban sus demandas, escritos y alegatos 
y se les dé trámite-, sino que es necesario entenderla desde un punto de vista 
material, esto es, como la posibilidad que tiene toda persona de poner en 
marcha el aparato judicial, en el entendido -imprescindible para que se pueda 
hablar de la efectividad de aquélla- de que la autoridad competente resuelva 
el asunto que le ha sido planteado, y de que lo haga oportunamente. 

  

Lo anterior está en concordancia con el principio de eficiencia en la 
prestación de los servicios públicos (artículo 365 C.P.) y con el de efectividad 
de los derechos (artículo 2 ibídem).  

  

Al tratar el tema de la mora judicial, la Corte ha dicho: 

  

"La Constitución Política de 1991 está inspirada, entre otros muchos, en el 
propósito definido de erradicar la indeseable costumbre, extendida entre los 
jueces pero también entre otros funcionarios públicos, de incumplir los 
términos procesales acarreando a los destinatarios de la administración de 
justicia toda suerte de perjuicios en el ejercicio de sus más elementales 
derechos. 

(...) 

Desde el punto de vista de las finalidades buscadas por la Carta Política en 
vigor, es suficiente recordar que en el Preámbulo de la misma se contempla 
el aseguramiento de la justicia y el logro de un orden justo como objetivos 
esenciales del sistema político que en ella se funda, al paso que en el artículo 
1º se reconoce la prevalencia del interés general como una de las bases del 
Estado Social de Derecho y en el 2º aparece la garantía de efectividad de los 
derechos y deberes consagrados en la Constitución como uno de los fines del 
Estado. La misma disposición confía a las autoridades de la República la 
función de asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado, uno 
de los cuales es sin duda el de brindar a los asociados una pronta y cumplida 
justicia, tal como lo indica el artículo 228, a cuyo tenor es una función pública. 

El mencionado artículo 228 alude de manera directa al tema que nos ocupa y 
estatuye de modo perentorio:  "Los términos procesales se observarán con 
diligencia y su incumplimiento será sancionado".  Esta norma debe 
interpretarse en relación con el artículo 6º de la Constitución, relativo a la 
responsabilidad de los servidores públicos por omisión en el ejercicio de sus 
funciones y con el 256 Ibídem, que al enunciar las atribuciones del Consejo 
Superior de la Judicatura, confía a este organismo la de "llevar el control de 
rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales". 
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En cuanto al derecho de la persona afectada por la omisión, de manera 
específica se configura una obstrucción indebida para el acceso a la eficaz 
administración de justicia (artículo 229), derecho éste cuyo carácter 
fundamental es para la Corte innegable, habida cuenta de su necesaria 
vinculación con otros derechos tales como la vida, la integridad personal, la 
libertad, el debido proceso, la igualdad ante la ley, la propiedad, el trabajo, el 
derecho a la personalidad jurídica y el libre desarrollo de la personalidad, 
entre otros, pues la realización concreta de estas depende en grado sumo de 
la celeridad con que actúen los jueces en el cumplimiento de la misión que 
les ha encomendado el Constituyente. 

Considera la Corte que no se trata únicamente de velar por el cumplimiento 
de los términos por sí mismo ya que él no se concibe como fin sino como 
medio para alcanzar los fines de la justicia y la seguridad jurídica, sino de 
asegurar que, a través de su observancia, resulten eficazmente protegidos 
los derechos de los gobernados, muy especialmente el que tienen todas las 
personas en cuanto a la obtención de pronta y cumplida justicia" (Cfr. Corte 
Constitucional. Sala Tercera de Revisión. Sentencia T-431 del 24 de junio de 
1992. M.P.: Dr. José Gregorio Hernández Galindo)  

  

En Sentencia posterior se afirmó: 

  

"Los términos judiciales tienen por objeto la fijación de límites legales al lapso 
que pueden tomarse los jueces para resolver acerca de los asuntos que se 
les confían. 

La jurisdicción no puede operar adecuadamente ni cumple la tarea que le es 
propia si los procesos se extienden indefinidamente, prolongando la 
indefinición de los litigios y controversias y atentando gravemente contra la 
seguridad jurídica a la que tienen derecho los asociados. 

El acceso a la administración de justicia, como lo ha dicho esta Corte, no 
debe entenderse en un sentido puramente formal, en cuya virtud pueda una 
persona acudir a los tribunales, sino que radica sobre todo en la posibilidad 
real y verdadera, garantizada por el Estado, de que quien espera resolución -
ya por la vía activa, ora por la pasiva- la obtenga oportunamente. 

La función del juez exige, desde luego, un tiempo mínimo dentro del cual 
establezca, mediante la práctica y evaluación de pruebas, la veracidad de los 
hechos objeto de sus decisiones, y también demanda un período de reflexión 
y análisis en torno a la adecuación del caso a las previsiones normativas, 
todo con el fin de asegurar que, en su genuino sentido, se hará justicia. 

Pero no es menos cierto que la decisión judicial tardía comporta en sí misma 
una injusticia, en cuanto, mientras no se la adopte, los conflictos planteados 
quedan cubiertos por la incertidumbre, con la natural tendencia a agravarse, y 
no son resarcidos los perjuicios ya causados por una determinada conducta o 
por la persistencia de unas ciertas circunstancias, ni impartidas las órdenes 
que debieran ejecutarse para realizar los cometidos del Derecho en el asunto 
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materia de debate, por lo cual la adopción de las providencias judiciales que 
permitan el avance y la definición de los procesos corresponde a un derecho 
de las partes, o de las personas afectadas, y a una legítima aspiración 
colectiva -la de asegurar el funcionamiento de la administración de justicia-, 
cuya frustración causa daño a toda la sociedad. 

Así, pues, el lapso del que dispongan los jueces para arribar a la toma de 
decisiones, mediante providencias intermedias o definitivas, debe tener 
también un máximo, señalado en norma general previa, de tal manera que no 
quede al arbitrio del funcionario. 

Ello significa que los términos judiciales obligan tanto a quienes tienen la 
calidad de partes o intervinientes dentro de los procesos como a los jueces 
que los conducen. 

De allí que el artículo 228 de la Constitución haya dispuesto, como mandato 
perentorio, que los términos procesales se observarán con diligencia y que su 
incumplimiento será sancionado" (Cfr. Corte Constitucional. Sala Quinta de 
Revisión. Sentencia T-190 del 27 de abril de 1995. M.P.: Dr. José Gregorio 
Hernández Galindo).  

Si se interpretan estos derechos a la luz de los principios y valores 
constitucionales, se llega a la conclusión de que es imposible alcanzar un 
orden justo cuando los jueces no resuelven los litigios de manera oportuna. 
La dilación de términos judiciales, como una de las muchas manifestaciones 
de la ineficacia estatal, produce desasosiego en quienes acuden ante los 
tribunales, promueve en ellos el sentimiento de abandono y de impotencia 
para hacer valer sus derechos y, por contera, fomenta el fenómeno de 
impartir justicia por propia mano, el cual va atado al problema de la violencia, 
que tan graves características presenta en Colombia. Así, es la paz social la 
que está en juego cuando los conflictos no pueden ser resueltos por los 
medios pacíficos que el sistema jurídico ha previsto para tal efecto. 

La vigencia del Estado de Derecho, cuyo concepto se refiere a la idea de que 
tanto las autoridades como los gobernados estén sometidos al imperio de las 
normas y no al propio capricho o interés, no se agota con la expedición de un 
catálogo de reglas que guían la conducta de los individuos, sino que supone, 
además, que dicha normatividad sea ejecutada y aplicada. Así, pues, si quien 
tiene el deber constitucional de aplicar las normas al caso concreto para 
definir el Derecho, dilata en el tiempo dicha función, hace inoperante el 
sistema jurídico e imposible la organización política que en él se funda. Tan 
lesiva para los ciudadanos es, bajo esta óptica, la falta absoluta de 
administración de justicia, o su denegación, como la resolución 
extemporánea, tardía y ya inoficiosa de las controversias que llevan ante los 
jueces.  

La omisión judicial supone, por otro lado, un atentado contra la idea de 
justicia, y afecta la seguridad jurídica, es decir, echa por tierra los dos 
principios básicos en que se funda el ordenamiento jurídico. No se puede 
hablar de verdadera justicia cuando ésta se imparte tardíamente, cuando se 
ha incurrido en una dilación de tal magnitud que al dictarse la sentencia ésta 
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pasa a convertirse en un simple texto carente de capacidad para producir 
efectos en la realidad. Es frecuente que por el paso del tiempo, en 
circunstancias como las descritas, para el momento del fallo ya los 
involucrados en el proceso hayan capitulado en su fe hacia el sistema, 
entronizando, como es de suponer, el desorden institucional, y sobreponiendo 
la fuerza al Derecho. 

Ahora bien, es importante resaltar que la mora judicial que nuestra 
Constitución condena es aquella que tiene un origen "injustificado", según lo 
determina expresamente el artículo 29. Al respecto esta Sala ha precisado:  

"El artículo 29 de la Constitución señala que hace parte de la garantía 
fundamental en él plasmada el derecho de todo sindicado a un debido 
proceso "sin dilaciones injustificadas". 

Esa norma, entendida en armonía con la del  artículo 228,  establece  un 
principio  general -el de obligatoriedad de los términos-, que únicamente 
admite excepciones muy circunstanciales, alusivas a casos en concreto, 
cuando no quepa duda del carácter justificado de la mora. La justificación, 
que es de alcance restrictivo, consiste únicamente en la situación probada y 
objetivamente insuperable, que impide al juez o fiscal adoptar oportunamente 
la decisión. 

Por otra parte, considera la Corte que las causas de justificación en la materia 
deben ser fijadas en la ley, razón por la cual no pueden obedecer a la 
caprichosa interpretación del funcionario de turno. 

Desde luego, vencido el término que no pudo cumplirse por el inconveniente 
justificado, resulta perentorio el trámite preferente para el asunto que no se 
alcanzó a decidir en tiempo. De allí que no pueda admitirse de ninguna 
manera el aplazamiento indefinido de la resolución, estando obligado el juez 
o fiscal, en ese excepcional evento, a otorgar prioridad al proceso que resultó 
afectado por la causa justificada.  

De lo anterior se concluye que la sóla referencia a una acumulación de 
procesos a conocimiento del juez o fiscal no constituye por sí misma, sin más 
evaluación, argumento suficiente para justificar la dilación en que se haya 
incurrido". (Cfr. Sentencia T-190 de 1995, ya citada). 

Resulta necesario reconocer que pueden darse circunstancias, ajenas a la 
incuria o la pereza del juez, en las que materialmente sea imposible resolver 
dentro de los términos judiciales, afectando obviamente al conjunto de 
quienes demandan o esperan decisiones de la administración de justicia. Y 
que en ocasiones el prolongado trámite de los procesos obedece a tretas, 
argucias o maniobras dilatorias de apoderados inescrupulosos. 

Pero esas situaciones, para que configuren justificación en cuanto a la mora 
del juez, deben ser examinadas en cada caso específico con el carácter 
extraordinario que les corresponde, tanto por el juez de tutela como por el 
disciplinario, con un sentido exigente y sin laxitud, con el fin de impedir que la 
extensión de las razones justificativas convierta en teórica la obligación 
judicial de resolver con prontitud y eficacia. 
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Considera la Corte Constitucional que solamente una justificación 
debidamente probada y establecida fuera de toda duda permite exonerar al 
juez de su obligación constitucional de dictar oportunamente las providencias 
a su cargo, en especial cuando de la sentencia se trata. La justificación es 
extraordinaria y no puede provenir apenas del argumento relacionado con la 
congestión de los asuntos al despacho. Para que pueda darse resulta 
necesario determinar en el proceso de tutela que el juez correspondiente ha 
obrado con diligencia y cumplido a cabalidad la totalidad de sus obligaciones 
constitucionales y legales, de modo tal que la demora en decidir sea para él 
el resultado de un estado de cosas singularizado y probado que se constituya 
en motivo insuperable de abstención” 11. 

 

3.2 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

Fue creada por la Constitución Política de 1886, adoptada por la Asamblea 

Nacional Constituyente convocada por el pueblo. Es el máximo tribunal 12 de la 

jurisdicción ordinaria y tiene como atribuciones: Actuar como tribunal de 

casación; juzgar al presidente de la república o a quien haga sus veces y a los 

magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte 

Constitucional, los miembros del Consejo Superior de la Judicatura y el Fiscal 

general de la Nación;  investigar y juzgar a los miembros del Congreso; juzgar a los 

Ministros del Despacho, al Procurador General de la Nación, al Defensor del 

Pueblo; conocer de todos los negocios contenciosos de los agentes diplomáticos 

acreditados ante el gobierno de la nación; y darse su propio reglamento, entre 

otras. También conoce de algunas tutelas de acuerdo a las reglas de reparto del 

decreto 1382 de 2000.  

 

3.2.1 Jurisprudencia sobre los términos procesales.  La Corte Suprema de 

Justicia comparte los razonamientos de la Corte Constitucional respecto de los 

términos procesales, ello se evidencia en la siguiente sentencia: 

__________ 
11 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-292 de diez (10) de mayo de mil novecientos noventa y nueve (1999),  M. 

P. Dr. José Gregorio Hernández Galindo. 

12  Disponible en versión HTML en: http://www.ramajudicial.gov.co/csj_portal/jsp/contenido/plantillaFrame.jsp?idsitio=3 



 

49 

 

9. Los términos procesales y el plazo razonable:  
No existe un rasero universal sobre los plazos que tienen las autoridades 
para tramitar la investigación y el juzgamiento de una persona acusada de la 
comisión de un delito, en tanto los Estados tienen un alto margen de 
discrecionalidad para establecer los términos en que se debe cumplir un 
proceso, cuestión que resulta similar a lo que ocurre con los recursos que se 
autorizan para discutir las providencias judiciales dado que en algunos casos 
cuando el problema debe ser resuelto por la máxima corte de justicia resulta 
inadmisible la existencia de la apelación u otro recurso similar, situación que 
se enmarca dentro del denominado derecho de los pueblos y su libre 
autodeterminación.   

Con todo, la jurisprudencia de la Sala ha sido reiterativa al señalar que los 
términos son de riguroso cumplimiento y no puede dejarse su aplicación al 
arbitrio de los empleados o funcionarios judiciales9. Si tal cosa se permitiera, 
desaparecería la seguridad jurídica que de ellos dimana, quedando sujeto el 
proceso a las interpretaciones caprichosas de quienes en un momento dado 
deben darles su curso en las actuaciones encomendadas. Tampoco resulta 
válido el alegar que la ley dependa de las circulares que ésta o las demás 
altas Corporaciones de la justicia expidan para su aplicación. Desde su 
entrada en vigencia, la ley debe cumplirse sin que se acepten excusas sobre 
su poco o ningún conocimiento.  En lo que se refiere a los términos en sí, su 
conteo aritmético es el que prima sin que haya lugar a elucubraciones de 
ninguna especie. Y si alguna duda quedare respecto de su aplicación en 
determinado evento por oscuridad de la norma que lo contempla, la luz la 
brinda la jurisprudencia.  

El anterior entendimiento no constituye cosa diferente que hacer realidad el 
imperativo constitucional previsto en los artículos 29 y 228 que establecen 
como elemento del debido proceso su trámite sin dilaciones injustificadas y la 
necesidad de observancia con diligencia de los términos procesales so pena 
de sanción por su incumplimiento, previsión que también estableció el 
legislador en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, artículo 4°.  

      La Sala ha precisado que  

La vulneración al debido proceso por la dilación de los términos, no surge 
automática del mero transcurso del tiempo, sino, como lo indica el propio 
texto constitucional, de que esa extensión sea injustificada, esto es, que no 
obedezca a ningún motivo que pueda ser calificado como razonable.    

Ahora bien: resulta claro que para el Estado, que finalmente es en quien 
radica la acción penal, existen múltiples y variadas sanciones procesales y 
extraprocesales por la dilación injustificada de los términos de actuación en 
los asuntos penales.  Las causales de libertad por vencimiento de términos, 
son de las más conocidas; y, la prescripción de la acción es la más grave de 
todas.  

      Y en los supuestos de privación de la libertad se ha insistido en que   
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En un Estado social y democrático de derecho la privación de la libertad física 
no puede ser indefinida, sino que está sometida a unos limites temporales, 
dentro de los cuales se deben cumplir actuaciones tendientes al pronto 
adelantamiento del proceso penal, so pena de que la persona, como 
consecuencia de esa morosidad, justificada o no del aparato jurisdiccional, 
recobre su libertad…  

Por otra parte, la razón por la cual se le señaló al aparato de justicia un plazo 
máximo para calificar el mérito del sumario, cuando hay procesado preso, se 
debió a la necesidad de imponerle un límite para evitar que las personas 
permanecieran indefinidamente en tal estado y en investigación, sin que se 
les formulara pliego de cargos, lo que resultaba atentatorio no sólo del 
derecho a la libertad sino de la presunción de inocencia. Pero, 
infortunadamente, la experiencia demostró que fijado ese plazo, el Estado se 
limitaba a formalizar el pliego de cargos, pero que no era diligente en el 
adelantamiento de la etapa de juzgamiento, prolongándose también 
indefinidamente la privación de la libertad y anulándose la finalidad buscada 
con el plazo señalado para calificar el mérito del sumario, por lo cual hubo 
necesidad de señalar un nuevo término para que, en el evento anterior, el 
juez verificara la audiencia, so pena de dejar en libertad al acusado si no lo 
cumplía.  

Como se ve claramente, la finalidad de los dos numerales fue la misma, esto 
es, evitar que a los procesados se les prolongara indefinidamente la privación 
de su libertad física sin que el Estado cumpliera con el deber de administrar 
una justicia pronta y eficaz, por lo cual la interpretación que pretende hacer el 
recurrente, con base en la pura exégesis o literalidad del precepto es 
inaceptable.   

A su turno, el Tribunal Constitucional también ha sido explícito al advertir 
que  

El debido proceso en lo penal se manifiesta en tres principios 
fundamentales…: el debido proceso sin dilaciones injustificadas, la 
favorabilidad y la norma posterior. La expresión "dilaciones injustificadas" del 
artículo 29 de la Constitución debe ser leída a partir del artículo 228 ídem -
cumplimiento de los términos- e interpretada a la luz del artículo 7.5 de la 
Convención Americana de los Derechos Humanos, esto es, "dilaciones 
injustificadas" debe entenderse que como "un plazo razonable" que es 
necesario cumplir.  

    Igualmente, ha recordado que   

La Convención Americana de Derechos Humanos, conocida también como 
pacto de San José de Costa Rica dispone en su artículo 8.1, entre otras 
cosas, que toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías, 
dentro de un plazo razonable por un Tribunal o Juez imparcial, competente e 
independiente. El desarrollo jurisprudencial que de esta prescripción 
normativa han realizado los órganos interamericanos de protección -Comisión 
y Corte Interamericana de derechos humanos- acoge los parámetros fijados 
por la Corte Europea de Derechos Humanos, en punto del derecho de los 
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sujetos a que los Estados tramiten sin dilaciones injustificadas los procesos 
que están bajo su jurisdicción. Los parámetros señalados por estos entes, 
definen la razonabilidad del plazo según (i) la complejidad del asunto, (ii) la 
actividad procesal del interesado y (iii) la conducta de las autoridades 
judiciales y (iv) el análisis global de procedimiento.  

    También ha insistido la Corte Constitucional en que   

Es necesario concluir que los términos procesales son un elemento del 
debido proceso y un medio para la realización de la justicia, que tiene como 
fundamento la efectividad del derecho sustancial de cada una de las partes 
dentro de un trámite judicial. Pero, sólo con base en el cumplimiento de estos, 
no es posible excusar el desconocimiento o la vulneración de otros derechos 
fundamentales en cabeza de cualquiera de las partes. Esto, por supuesto, sin 
perjuicio de la protección intensificada a que tiene derecho un sindicado 
privado de su libertad, al cumplimiento estricto de los plazos máximos para 
resolver sobre su detención, o las relacionadas con el hábeas corpus, pues 
en estos eventos el acatamiento sin dilaciones de los términos procesales 
tiene un vínculo indivisible con el derecho fundamental a la libertad personal 
que no es posible pasar por alto en ningún evento. Sin embargo, por fuera de 
esta situación, si dentro de un asunto la dimensión temporal de una etapa 
procesal no resulta razonable para definir o resolver una petición a tiempo, 
debido a una situación imprevisible, ineludible y sobre todo que no sea 
posible achacar al propio peticionario, será preciso evaluar y ponderar, 
conforme a las condiciones del caso concreto, la necesidad de decidir los 
asuntos de fondo aún por fuera del vencimiento del término para ello, para no 
sacrificar el derecho sustancial, y únicamente utilizando el lapso 
estrictamente necesario para satisfacer el requerimiento de fondo, pues en 
este caso se trataría de una dilación justificada.  

Sobre el concepto “plazo razonable” previsto en los artículos 7.5 y 8.1 de la 
Convención Americana de Derechos Humanos se ha dicho reiteradamente 
que, de acuerdo con los desarrollos  hermenéuticos de la Corte Europea de 
Derechos Humanos retomados por la Corte Interamericana, si bien no admite 
una definición sencilla es necesario para su cabal entendimiento tomar en 
cuenta tres elementos para determinar la razonabilidad del plazo en el cual se 
desarrolla el proceso: a) la complejidad del asunto; b) la actividad procesal del 
interesado; y c) la conducta de las autoridades judiciales.  

Resulta evidente que los artículos 7.5 y 8.1 de la Convención Americana 
persiguen justamente el propósito que las cargas que el proceso penal 
conlleva para el individuo no se prolonguen continuamente en el tiempo y 
causen daños permanentes.  

Y la Corte Interamericana ha expresado que en ciertos casos, una demora 
prolongada puede llegar a constituir por sí misma una violación de las 
garantías judiciales” 13.  

_________ 
13 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal, Proceso No 32791, Auto del seis (6) de octubre de dos 

mil nueve (2009), M. P. Yesid Ramírez Bastidas.  
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3.3  CONSEJO DE ESTADO 

Es el máximo órgano de la Jurisdicción Contencioso Administrativa 14, resuelve en 

última instancia los procesos que involucran al Estado y a los particulares, o los 

procesos que involucran a dos Entidades Estatales; cumple también una función 

consultiva pues el Gobierno debe recurrir a el antes de tomar ciertas decisiones, 

para recibir su consejo, dictamen u opinión en algunos asuntos; nunca para pedir 

autorización. 

Es la Corte de Cierre, donde los todos litigios de este tipo se terminan, 

se acude a ella en busca la revisión de los actos de las Corporaciones o empleados 

administrativos en ejercicio de sus funciones que a juicio del demandante deben 

ser modificados; procede a petición del Ministerio Público, de los ciudadanos en 

general, o de las personas que crean haber sido vulneradas en sus derechos, en 

los casos y dentro de los límites de la ley. 

 

3.3.1 Jurisprudencia sobre los términos procesales.  El Consejo de Estado se 

mantiene en la línea de las Altas Cortes respecto a los términos procesales, de 

acuerdo a lo esbozado en sentencia del 25 de octubre de 1993: 

1- El Código de procedimiento civil (articulo 37 numeral 6o) estableció la 
obligación para el juez de resolver los procesos en “el orden en que hayan 
ingresado a su despacho, salvo prelación legal u otra causa justificada   

2- El Decreto Extraordinario 1888 de 1989 consagró como falta contra la 
eficacia de la administración de justicia (articulo 9º literal h) el incumplimiento 
de dicha obligación.  

3- El artículo 43 de Decreto Ley 2651, reitera la obligación de resolver en 
estricto orden pero a continuación la hace inoperante porque da oportunidad 
a las partes para que, estando vencido el término legal para proferir 
sentencia, soliciten que sea dictada con prelación de los demás asuntos 
pendientes en el despacho.  

4- El artículo 13 de la Constitución Nacional establece como derecho 
fundamental la igualdad ante la ley y el 228 dispone que los términos 
procesales deben observarse con diligencia y sanciona su incumplimiento.  

__________ 
14 Disponible en versión HTML en: http://www.consejodeestado.gov.co/ 
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5- El orden para decidir los procesos, que hace parte de lo que se entiende 
por términos procesales, busca la imparcialidad de la decisión y garantiza la 
igualdad de las partes ante la ley procesal.  

Las normas procesales son de Orden Público, en consecuencia son de 
estricto cumplimento.   

El artículo 118 del Código de Procedimiento Civil, consagra que los términos 
legales son perentorios e improrrogables lo cual significa, que son de 
imperativo cumplimiento, no sólo para las partes, sino también para el juez de 
conocimiento. En consecuencia, ni las partes, ni el juez pueden ampliarlos, lo 
cual se sustenta en el artículo 228 de la Constitución Política, según el cual 
“los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento 
será sancionado”.   

 

Conforme al artículo 120 del Código de Procedimiento Civil “Todo término 
comenzará a correr desde el día siguiente al de la notificación de la 
providencia que lo conceda” 15. 

Esta misma posición se mantiene en sentencia del siete de diciembre 

de2009: 

El artículo 118 del Código de Procedimiento Civil, consagra que los términos 
legales son perentorios e improrrogables lo cual significa, que son de 
imperativo cumplimiento, no sólo para las partes, sino también para el juez de 
conocimiento. En consecuencia, ni las partes, ni el juez pueden ampliarlos, lo 
cual se sustenta en el artículo 228 de la Constitución Política, según el cual 
“los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento 
será sancionado”.   

Conforme al artículo 120 del Código de Procedimiento Civil “Todo término 
comenzará a correr desde el día siguiente al de la notificación de la 
providencia que lo conceda” 16.   

 
 
_________ 
15 CONSEJO DE ESTADO -Sala de lo Contencioso Administrativo -Sección Segunda Santa Fe de Bogotá D.C., 

veinticinco (25) de octubre de mil novecientos noventa y tres (1993), Referencia: Expediente No 7813 Autoridades 

Departamentales Apelación Sentencia. Actor: Manuel Sánchez.  

16 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta. Bogotá, D. C., siete (7) de mayo 

de dos mil nueve (2009), Radicación número: 25000-23-27-000-2005-01336-01(16565). Consejero ponente: William 

Giraldo Giraldo.  
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3.4 CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA. 

El C.S.J. de Colombia 17 fue introducido en el ordenamiento constitucional 

colombiano a partir de la Constitución de 1991; se constituye en instrumento 

importantísimo para el gobierno y la administración del Estado, concretamente 

previsto para garantizar el autogobierno de la rama judicial. 

La Constitución establece que la administración de justicia es una función pública 

de rango constitucional, que sus decisiones son independientes, y le da al Consejo 

Superior  de la Judicatura el mismo nivel orgánico de las otras tres altas cortes: la 

Corte Suprema, el Consejo de Estado y la Corte Constitucional; pero lo dota de 

funciones, atribuciones, facultades y competencias especiales descritas 

directamente por la Constitución. 

El C.S.J. esta dividido en dos salas: la jurisdiccional disciplinaria, encargada de la 

investigación de la conducta de los funcionarios judiciales y de los abogados y de 

dirimir los conflictos de competencia; y la administrativa, que atiende las 

necesidades organizativas y de gestión de la rama judicial. 

 

3.4.1 Jurisprudencia sobre los términos procesales.  La posición del C.S.J. 

frente al cumplimiento de los términos procesales por parte de los funcionarios 

judiciales es la misma de las demás Altas Cortes, especial mente en cuanto al 

derecho de tutela se refiere, lo cual queda evidenciado en la siguiente sentencia, 

donde se remite a un fallo de la Corte Constitucional: 

Todos absolutamente todos, los términos judiciales son de matemático 
cumplimiento, según el mandato de la ley respectiva, con el objetivo claro de 
no hacer interminables los procesos, lo cual afectaría la efectividad de los 
derechos alegados. La pregunta que surge es: por qué unos términos son 
perentorios y otros no, como para dar lugar a sanción por incumplimiento de 
los primeros? Un exceso en el trabajo con otros términos al borde del 
vencimiento, un error de buena fe en el sentido de asimilar los retardos, o 
cualquiera otra excusa razonable, no podría esgrimirse para evitar la 
sanción? 
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En tratándose de acción de tutela específicamente, no pueden los 
administradores de justicia desconocer los plazos o términos consagrados 
tanto constitucional como legalmente para decidir la solicitud, pues los 
mismos se constituyen en una garantía para los asociados que acuden, con 
un sentimiento de confianza, ante los jueces, para exigir la protección 
inmediata de sus derechos fundamentales. 

Sobre el punto la H. Corte Constitucional tuvo oportunidad de señalar: "Debe 
subrayarse la importancia de este tema, que a primera vista pudiera parecer 
de índole apenas procedimental, cuando en realidad toca con el fondo de la 
institución, pues del cabal cumplimiento del término depende nada 
menos que la efectividad del mecanismo consagrado en el artículo 86 de 
la Carta Política. Para insistir en la razón que inspira el indicado mandato 
constitucional, basta recordar que la protección que demanda el 
accionante es inmediata y que por ello la Carta exige que el 
procedimiento aplicable al trámite de las solicitudes de tutela sea 
preferente y sumario, pues lo que interesa es la decisión material sobre 
si se concede o se niega la protección impetrada" (subrayado y negrilla 
fuera del texto). 

7. Por otra parte, el artículo 4º de la Carta Política, dispone "Los particulares 
sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las 
leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o 
extralimitación en el ejercicio de sus funciones". Así mismo, el artículo 4º de 
la Ley 270 de 1996 que consagra el principio de celeridad de la 
administración de justicia, señala: "La administración de justicia debe ser 
pronta y cumplida. Los términos procesales serán perentorios y de estricto 
cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales", precepto que en sí, es 
desarrollo claro del derecho constitucional fundamental del debido proceso 
consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, según el cual, toda 
persona tiene derecho "a un debido proceso público sin dilaciones 
injustificadas" 14.  

En esta misma línea encontramos las siguientes sentencias de las distintas cortes: 
T-572-92, T-431-92, T-578A-95, T-546-95, T-190-1995, T-502-97, T-450-98 y T-
577-98,  T-292-99, C-181-02, T-1127-01 T-1154-04, T-366-05 y T-297-06. 
 

__________ 

17 Disponible en versión HTML en: http://www.ramajudicial.gov.co/csj_portal/jsp/frames/index.jsp?idsitio=21 

18 CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA, Bogotá D. C., abril 

diecinueve (19) del año dos mil uno (2001). , Aprobado según Acta de Sala No. 29 del 19 de abril de 2001, RAD. 

No. 20000254-A-108/00. Magistrado Ponente: Dr. Fernando Coral Villota 

 

 



 

56 

 

4. CONCLUSIONES 

 

 Las normas procesales referentes a los términos, imbuidas en el derecho 

civil, son de carácter general y suplen los vacios de las demás ramas del 

derecho siempre y cuando no contraríen sus postulados o principios. 

 El derecho disciplinario es una herramienta jurídica en constante evolución 

que permite la búsqueda de la salvaguarda de los principios que rigen la 

función pública: moralidad, transparencia, objetividad, legalidad, honradez, 

lealtad, igualdad, imparcialidad, celeridad, publicidad, economía, neutralidad, 

eficacia y eficiencia. 

 El ejercicio del derecho disciplinario no riñe con el derecho penal o el control 

patrimonial ejercido por la Contraloría General, sino que se complementan, 

lográndose un máximo de efectividad del control Estatal. 

 Los términos procesales son de obligatorio cumplimiento, existiendo unas 

pocas causales que permiten justificar el incumplimiento de los mismos en  

determinadas ocasiones. Ello ocurre cuando la mora en el trámite de una 

actuación judicial no tiene su génesis en la complejidad del asunto o en la 

existencia de problemas estructurales de exceso de carga laboral de los 

funcionarios, sino en la falta de diligencia y en la omisión sistemática de sus 

deberes por parte de los funcionarios.  

 Los términos procesales buscan garantizar el desarrollo oportuno del 

proceso a través de la consolidación de sus diferentes etapas, y tienen 

intima relación con el núcleo esencial del derecho al acceso a la justicia y al 

debido proceso, pues la indeterminación de los términos para adelantar las 

actuaciones procesales o el incumplimiento de éstos por las autoridades 

judiciales, puede configurar una denegación de justicia o una dilación 

indebida e injustificada del proceso. 

 Corresponde exclusivamente al Consejo Superior de la Judicatura conocer 
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sobre las quejas  de carácter disciplinario instauradas contra los funcionarios 

judiciales (jueces y fiscales). 

 El concepto de término es usado indistintamente en la legislación 

colombiana independientemente de si se refieren a plazos o términos. 

 Los días hábiles en el ámbito de la administración pública corresponde a los 

comprendidos entre los lunes y los viernes, exceptuando los días festivos. 

 En materia penal, en la etapa de instrucción, todos los días y las horas son 

hábiles. 

 El derecho disciplinario guarda estrecha relación con el derecho penal, del 

cual ha tomado muchas de sus formas procesales. 

 En 17 años en Consejo Superior de la Judicatura ha destituido a 80 jueces y 

8 fiscales; desde 1992 se ha sancionado a 1415 jueces y fiscales. 

 Es posible sistematizar en un solo cuerpo el régimen disciplinario aplicable a 

los jueces por incumplimiento de los términos procesales. 
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